PAGE  

SENTENCIA NÚMERO: TRES
En la ciudad de Córdoba, a los dieciséis días del mes de febrero de dos mil cinco, siendo las once horas, se reúnen en Acuerdo Público los Señores Vocales integrantes de la Sala Contencioso Administrativa del Excmo. Tribunal Superior de Justicia, Doctores Domingo Juan Sesin, Aída Lucía Teresa Tarditti y Hugo Alfredo Lafranconi, bajo la Presidencia del primero, a fin de dictar sentencia en estos autos caratulados: "BARRI, HORACIO NÉSTOR C/ PROVINCIA DE CÓRDOBA - AMPARO POR MORA - RECURSO DE CASACIÓN" (Expte. Letra "B", N° 06, iniciado el veintidós de marzo de dos mil cuatro), con motivo del recurso de casación deducido por la parte actora (fs. 36/42vta.) en contra de la Sentencia Número Ciento dieciséis dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación el veinticuatro de octubre de  dos mil tres (fs. 30/35), mediante la cual se resolvió: "I.- Rechazar la demanda de amparo por mora promovida por el Sr. Horacio Néstor Barri en contra de la Provincia de Córdoba.- II.- Imponer las costas por el orden causado...".-----------------------------------------------------------------------------------

Seguidamente se fijan las cuestiones a resolver:--------------------------------

PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente el recurso de casación?------------------

SEGUNDA CUESTIÓN: ¿Qué pronunciamiento corresponde?---------------------


Conforme al sorteo que en este acto se realiza los Señores Vocales votan en el siguiente orden: Doctores Domingo Juan Sesin, Hugo Alfredo Lafranconi y Aída Lucía Teresa Tarditti.-----------------------------------------------------------------

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:-----------------------------------------


1.- La parte actora, con sustento en lo previsto en el artículo 45 de la Ley 7182 deduce recurso de casación (fs. 36/42vta.) en contra de la Sentencia Número Ciento dieciséis dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación el veinticuatro de octubre de dos mil tres (fs. 30/35), el cual fue concedido por la Cámara a-quo mediante Auto Número Uno del tres de febrero de dos mil cuatro (fs. 51/53).------------------------------------------------------


2.- Impreso el trámite de ley (fs. 43), el procedimiento se cumplió con la intervención de la parte demandada, quien a fs. 48/50 presentó su informe al evacuar el traslado corrido, solicitando el rechazo del recurso incoado, con costas.------------------------------------------------------------------------------------------


3.- A fs. 58 se dio intervención al Señor Fiscal General de la Provincia, quien se expidió en sentido adverso a la procedencia formal del recurso de casación  (Dictamen C.A. N° 25 del 14 de Abril de 2004, fs. 59/62).----------------


4.- A fs. 65 comparece el Doctor Carlos Fernando Arrigoni, quien designado Procurador del Tesoro por Decreto Número 1866/03 y en virtud de la sustitución de funciones dispuesta por la Resolución Número 3/04 de Fiscalía de Estado, solicita participación en estos autos, la cual es acordada a fs. 67.-----------


5.- A fs. 67 se dictó el decreto de autos, el que firme (fs. 68/68vta.), deja la causa en estado de ser resuelta.------------------------------------------------------------


6.- Con sustento en el motivo sustancial de casación (art. 45 inc. "a" de la Ley 7182), la parte impugnante acusa una inobservancia o errónea aplicación de la ley.---------------------------------------------------------------------------------------


Denuncia que la Sentenciante ha incurrido en una errónea interpretación y aplicación de los artículos 68 y 86 de la Ley 6658 para rechazar la acción de amparo por mora promovida.---------------------------------------------------------------


Afirma que con fecha veinticuatro de abril de dos mil tres, se interpuso recurso jerárquico en los términos del artículo 83 de la Ley de Procedimiento Administrativo Provincial, ante la Secretaría General de la Gobernación, autoridad esta que había rechazado el recurso de reconsideración oportunamente interpuesto.------------------------------------------------------------------------------------


Señala que en razón de no haberse resuelto en tiempo y forma el mencionado recurso jerárquico, con fecha veintisiete de junio de dos mil tres, se presentó formal pedido de pronto despacho por ante el Señor Gobernador de la Provincia, autoridad que debía resolver el remedio articulado.------------------------


Indica que a pesar del pedido de pronto despacho y del vencimiento de los plazos establecidos en los artículos 67 inciso "h" de la Ley 5350 y 7 de la Ley 7182, el recurso no fue resuelto, por lo que, dándose la condición de mora de la Administración, se dedujo Acción de Amparo por Mora a los efectos de que hubiera pronunciamiento sobre la impugnación planteada.----------------------------


Sostiene que el procedimiento seguido en Sede Administrativa fue correcto, señalando -luego de transcribir los artículos 67, inciso "h" y 83 de la Ley 6658- que una vez vencido el plazo de treinta días contados desde la presentación del recurso jerárquico dispuesto por el artículo 68 ib., se interpuso el correspondiente pronto despacho.---------------------------------------------------------


Agrega que la Administración se encontraba efectivamente en mora al momento de la articulación de la demanda y que se había cumplimentado previamente en debida forma el procedimiento previsto por los artículos 67, inciso "h", 68 y 83 de la Ley 6658.--------------------------------------------------------


Denuncia que el Tribunal actuante pretende, efectuando una interpretación totalmente novedosa y arbitraria de los artículos citados -los cuales por su claridad no merecen interpretación alguna sino simplemente su aplicación-, que el plazo corre desde la presentación del recurso ante la autoridad que lo resolverá,  y que en el caso de autos, dicho plazo comenzó a correr desde la fecha del pedido de avocamiento previsto en el artículo 86 de la Ley 6658.-----------------------------


Informa que la Sentenciante realiza una particular interpretación de la queja del artículo 86, a la que no considera un recurso autónomo, sino que la limita a una solicitud de avocamiento que se debe formular con anterioridad a la interposición del pronto despacho, concluyendo que no siguió el trámite legalmente establecido.----------------------------------------------------------------------


Afirma que de estarse al criterio de la Cámara a-quo, si un Director de Hospital rechaza un recurso de reconsideración y se interpone el jerárquico en los términos del artículo 83 de la Ley 6658, el plazo de treinta días establecido en el artículo 67 inciso "h" para la resolución del mismo, tendría que contarse a partir del pedido de avocamiento, en los términos del artículo 86 al Ministro de Salud, lo que es absurdo, pues la queja está prevista exclusivamente para el Poder Ejecutivo.-------------------------------------------------------------------------------------


Estima que aplicando el criterio del Tribunal, se llegaría a la siguiente situación: si el recurso jerárquico lo debe resolver el Poder Ejecutivo el plazo de treinta días del artículo 67 inciso "h" se debe contar desde el pedido de avocamiento efectuado al Señor Gobernador en los términos del artículo 86 y, si el recurso jerárquico lo debe resolver un Ministro, el plazo del mencionado artículo 67 se debe contar desde la presentación del recurso, pues no se puede pedir avocamiento en los términos del artículo 86 a un Ministro.---------------------


Concluye que la  Acción de Amparo por Mora promovida en autos es procedente, atento a que la Administración se encontraba en mora respecto a la resolución del recurso jerárquico oportunamente interpuesto, en razón de estar vencidos con exceso los plazos establecidos en los artículos 67 inciso "h" de la Ley 6658 y 7 de la Ley 7182 y haberse efectuado en debida forma el pedido de pronto despacho.-----------------------------------------------------------------------------


Alega que la Administración no acompañó el acto administrativo cuya mora se denunciaba, ni en el lapso que se le concediera para producir el informe previsto por el artículo 7 de la Ley 8508, ni antes del dictado del decreto de autos, añadiendo que tampoco emitió dicho acto hasta la fecha del presente recurso de casación.-------------------------------------------------------------------------


Manifiesta que la Administración ha demostrado una actitud de mora grosera y reiterada, de lo que resulta que jamás razonablemente puede rechazarse la acción incoada con los argumentos del voto de la mayoría.------------------------


Explica que el pronunciamiento judicial dictado, en cuanto innova respecto al criterio vigente, se aparta del mandato legal y constituye una injusticia esencial para el administrado, quien se ve obligado a hacerse cargo de los gastos iniciales del pleito, para luego tener que erogar los montos regulados en concepto de honorarios y todo ello pese a que la mora, la negligencia y el incumplimiento han sido de la Administración.-----------------------------------------


Agrega que previamente a la introducción de la demanda y en cumplimiento de pautas jurisprudenciales, reclamó el pronto despacho.------------


Indica que es aceptado pacíficamente por la doctrina y la jurisprudencia, que vencidos los plazos legales sin que la Administración se haya expedido, el administrado debe otorgarle una nueva y definitiva oportunidad para hacerlo, recordándole mediante un pronto despacho su omisión y, no logrando ni aún de esa manera una resolución expresa a su intento, se encontrará forzado a continuar aguardando sine die una actividad administrativa no cumplida o a intentar la vía del Amparo por Mora para lograr su producción.---------------------------------------


Explicita que en tal caso, resulta evidente que la tramitación del juicio ha obedecido a la actitud omisiva y reticente de la Administración, que pese a haber tenido sobradas oportunidades para cumplir su deber constitucional y legal, no lo hizo en tiempo oportuno.--------------------------------------------------------------------

Asevera que es la disposición esquiva y evasiva, la que lo ha forzado a promover un juicio que, por una novedosa y arbitraria interpretación de la legislación vigente, le es rechazado, debiendo inclusive cargar con los gastos y los honorarios de su abogado.--------------------------------------------------------------


Concluye que de conformidad con la sentencia, en la Provincia, ejercer el derecho a peticionar ante las autoridades y obtener respuesta de la Administración (art. 19 inc. "9" Const. Prov.) conlleva una carga económica que torna en letra muerta el mencionado derecho constitucional.--------------------------


Afirma que el apartamiento de la ley que motiva la articulación de este recurso, a más de la injusticia propia de las consecuencias económicas que ella le implica, trae aparejadas gravísimas consecuencias de índole institucional y social.------------------------------------------------------------------------------------------


Señala que el fallo atacado produce un necesario relajamiento de la burocracia administrativa, ya que la Administración se ve favorecida al saber que, por más que se venzan los plazos para pronunciarse en un recurso o reclamo, o por más que el administrado presente ante ella un pedido de pronto despacho, previo a interponerse éste último, hay que solicitar el avocamiento del órgano que debe resolver el recurso jerárquico, para que recién allí comience a correr el plazo de treinta días establecido en el artículo 67 inciso "h" de la Ley 6658.-------


Indica que el fallo va a contrapelo de todas las tendencias actuales, las cuales apuntan a poner coto a la arbitrariedad y abuso por parte del Estado respecto de los derechos de los administrados, criterio este que ha dado origen al nacimiento de institutos tales como el "amparo por mora" o el "defensor del pueblo", que tienden a servir como elementos que garanticen a los ciudadanos el pleno ejercicio de sus derechos frente a la Administración. Cita doctrina.----------


Solicita consecuentemente que se revoque la sentencia impugnada, haciendo lugar a la acción de amparo promovida, librando el correspondiente mandamiento de pronto despacho al Señor Gobernador de la Provincia, a los fines de que resuelva el recurso jerárquico interpuesto.--------------------------------


Finalmente hace reserva del recurso extraordinario federal.-------------------


7.- La instancia extraordinaria local ha sido deducida en tiempo oportuno, en contra de una sentencia definitiva y por quien se encuentra procesalmente legitimado a tal efecto (arts. 45 y 46, Ley 7182).----------------------------------------


Por ello, corresponde analizar si la vía impugnativa intentada satisface las demás exigencias legales atinentes a su procedencia formal y sustancial.-----------


8.- Mediante el pronunciamiento recaído en autos, el Tribunal de Mérito, por mayoría, rechazó en todos sus términos la acción de amparo por mora deducida, imponiendo las costas por el orden causado.--------------------------------


Para así resolver, la Cámara a-quo sostuvo que el actor no siguió el trámite establecido por la Ley 6658, ya que ante la presunta denegatoria del recurso jerárquico, la vía idónea para requerir el pronunciamiento del Señor Gobernador, no era el pronto despacho sino la queja. Al no solicitarse expresamente el avocamiento, nunca comenzó a correr y menos aún venció, el plazo legal para que el jerarca se pronunciase. Luego, no se consumó la mora invocada.------------


9.- Contra dicho pronunciamiento, alzó su embate recursivo la parte actora denunciando a la Sentenciante de haber incurrido en inobservancia o errónea aplicación de los artículos 68 y 86 de la Ley 6658 al rechazar la acción de amparo por mora promovida.-------------------------------------------------------------


A los fines de analizar la viabilidad de la censura así expuesta, es conducente recordar que la inobservancia legal supone el "...desconocimiento, desobediencia o falta de aplicación de la norma jurídica. No se trata de un error en el modo de aplicarla, sino de una omisión de cumplirla"  (de la Rúa, Fernando, "El recurso de casación", Ed. Zavalía, Buenos Aires 1968, pág. 104).--


De lo expuesto surge claramente que incurre en el "error in iudicando" de inobservancia legal, el Juzgador que decide el caso sin seguir los parámetros de resolución establecidos por la norma aplicable (conf. doctrina T.S.J. Sala Cont. Adm., Sent. Nro. 84/2000 "Navarro Reynoso, Olga..."; Sent. Nro. 86/2000 "Zazu, Emanuel David..."; Sent. Nro. 126/2002 "Dorsch, Angélica Beatriz...", entre otras).------------------------------------------------------------------------------------------


10.- En el sub examine, la Cámara a-quo propició una interpretación integral de las normas que definen los plazos del procedimiento en sede administrativa y los modos de su cómputo, las que regulan el sistema recursivo administrativo local y finalmente, las que rigen la acción de amparo por mora.----


En esa tarea hermenéutica, la Sentenciante se ha ajustado de manera acabada a las directivas acuñadas por la  Corte Suprema de Justicia de la Nación, cuando enseña que la interpretación de la ley no se agota con la remisión a su texto, sino que debe indagarse también lo que ella dice jurídicamente, dando pleno efecto a la intención del legislador, computando la totalidad de sus preceptos de manera que armonicen con el ordenamiento jurídico restante y con los principios y garantías de las Constituciones Nacional y Provincial (Fallos 304:937 -el destacado me pertenece-).-------------------------------------------


A la luz del análisis integral de las cláusulas legales implicadas, la Cámara a-quo observa que el actor se equivocó al elegir el itinerario procedimental tendiente a obtener una respuesta de la Administración a su recurso jerárquico, ya que la vía que correspondía ejercer era la queja y no el pronto despacho articulado.-------------------------------------------------------------------------------------


La pretensión actora, tendiente a que el Señor Gobernador se pronunciase, debió encausarse a través del trámite reglado por el artículo 86 de la Ley 6658 que establece: "Dentro de los diez días desde que la autoridad administrativa ante la que se interpuso el recurso jerárquico o de alzada notificare su denegatoria, o desde la fecha de producción presunta de ésta por el silencio, el interesado podrá comparecer por escrito ante el Poder Ejecutivo, solicitando se avoque al conocimiento y decisión del recurso".----------------------------------------


Al no haber resuelto la Secretaría General de la Gobernación -autoridad ante quien se interpuso el recurso jerárquico- sobre la procedencia formal del mismo, el actor debió considerar tácitamente denegada la concesión de su impugnación, solicitando en consecuencia el avocamiento del Poder Ejecutivo a través de la queja, ya que este remedio es el previsto legalmente para procurar la resolución requerida (cfr. TSJ, Sala Cont. Adm., Sent. Nro. 10/1978 "Osán, Fernando c/ Provincia..." y Sent. Nro. 205/2000 "Clamer, Pedro c/ Provincia...").-


La queja, al procurar el avocamiento del Poder Ejecutivo, era el único medio idóneo para provocar el deseado pronunciamiento administrativo sobre el recurso jerárquico planteado, exhibiéndose la interposición del pronto despacho como una forma incorrecta e insuficiente a los fines de alcanzar la resolución, por no haberse cubierto la serie de eslabones impugnatorios previstos legalmente.-----


Luego, el vencimiento de los plazos para resolver el pronto despacho incoado -al ser éste un medio incorrecto-, no constituyeron en mora al Poder Ejecutivo, el cual no recibió solicitud alguna de avocamiento.------------------------


11.- Consecuentemente, no se configuraron en autos los presupuestos del amparo por mora, el cual se exhibe en el contexto normativo local como una acción constitucional (art. 52 Const. Prov.), que supone una "situación objetiva" de demora por parte de un funcionario, repartición o ente público administrativo en cumplir un "deber concreto" en un plazo determinado y que es ejercida por quién tiene un interés al respecto.----------------------------------------------------------


La acción de amparo por mora constituye un instrumento instituido exclusivamente en protección del administrado en su relación con la Administración, cuando actúa en ejercicio de función administrativa, cuyo objeto es tutelar el derecho a "peticionar a las autoridades" y "obtener respuesta" (art. 19 inc. 9 Const. Prov.), esto es "decisión, resolución", la que obligatoriamente debe ser "expresa" (Creo Bay H., "Amparo por mora ...", Cap. Fed. 1989, págs. 1 y sgtes.; Diez M. M., "Derecho Administrativo", T. II, Bs. As. 1971, pág. 250; Marienhoff, M. "Tratado...", T. I, Bs. As. 1982, pág. 753).----------------------------


El artículo 52 de la Constitución Provincial indica expresamente que la finalidad y objeto de la acción de amparo por mora se limita a la obtención de un "mandamiento judicial de pronto despacho" dirigida al "funcionario, repartición o ente público administrativo" para que, en el plazo que se le fije, emita el "acto expreso y fundado" que corresponda, sin indicación alguna acerca de la sustancia sobre la que la Administración deba decidir.---------------------------------------------


En idéntico sentido, la Ley 8508 -reglamentaria del instituto del Amparo por Mora-, establece que para su procedencia es necesario que se verifique la existencia de una situación objetiva de demora en el cumplimiento de un deber impuesto en un plazo determinado, requiriendo de modo inexorable que la omisión afecte un derecho subjetivo o un interés legítimo (art. 1° ib.) y que sea imputable a un funcionario, repartición o ente público administrativo que actúe "en ejercicio de la función administrativa" (art. 2, ib.), enfatizando que la sentencia que admita la acción, deberá contener "...mandamiento de cumplir el deber dentro de un término prudencial..." (art. 10 ib.).---------------------------------


La reticencia de la Administración en expedirse frente a un reclamo concreto presentado por un administrado que es titular de un derecho subjetivo, mediando un plazo establecido legalmente para ello, constituye una típica situación de "mora administrativa" que la acción de amparo instituida en el artículo 52 de la Constitución Provincial y reglamentada en la Ley 8508 procura revertir, asignando a los particulares afectados que sean titulares de un derecho subjetivo o de un interés legítimo, un poder de acción que podrán ejercer siempre que concurran los presupuestos a los que la ley lo condiciona.------------------------

12.- Con este marco teórico, estimo acertada la resolución de la Cámara  a-quo que con sustento en una interpretación integral de las disposiciones de la  Ley 6658, luego de juzgar la incorrección de la vía procesal elegida por el recurrente para obtener la resolución de su recurso, concluye negando que en el sub examine se exhiba el supuesto legal de mora administrativa que habilite el ejercicio de la acción entablada.-----------------------------------------------------------


Si hubo un órgano que incurrió en mora, contra el cual el actor tenía que dirigir su protesta, era la Secretaría General, ya que a esta última le correspondía elevar las actuaciones al Gobernador si entendía procedente el recurso jerárquico ante ella incoado, o denegar el remedio interpuesto, no habiendo cumplido ninguno de ambos deberes.-----------------------------------------------------------------


El Gobernador nunca pudo incurrir en la mora denunciada ya que no tuvo conocimiento de la cuestión planteada por el actor, porque no se le elevaron las actuaciones administrativas ni se solicitó su avocamiento. Consecuentemente no se consolidó deber alguno de pronunciarse en un plazo legal determinado. Tampoco el pronto despacho fue susceptible de solucionar el trámite desde que éste sólo puede ser interpuesto después de la queja pertinente. Antes fue prematuro, además de procedimentalmente incorrecto.--------------------------------


Por consiguiente el amparo por mora esgrimido en contra del Gobernador resulta un medio inadmisible, ya que se entabló contra quien no había incurrido en la demora denunciada. Para poder endilgarle la demora, se debió antes haber interpuesto la queja como lo sustenta la Cámara Sentenciante.--

En definitiva, no observo que la Juzgadora incurra en el error in iudicando señalado por el recurrente, sino más bien, estimo que el fallo dictado ha determinado adecuadamente el bloque legal aplicable al caso, arribando consecuentemente, a una solución que puede no conformarlo, pero que aparece ajustada a derecho, razón por la cual corresponde desestimar la impugnación incoada con sustento en el motivo sustancial de casación.---------------------------

13.- Finalmente, en cuanto a las costas generadas en esta instancia extraordinaria, considero que las mismas deben ser impuestas por el orden causado, dado que el impugnante pudo creerse con mejor derecho para litigar (art. 10 Ley 8508).---------------------------------------------------------------------------


Así voto.-------------------------------------------------------------------------------
A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR HUGO ALFREDO LAFRANCONI, DIJO:----------------------------


Estimo que las consideraciones dadas por el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin resuelven acertadamente la presente cuestión y, para evitar inútiles repeticiones, compartiendo sus fundamentos y conclusiones, voto en igual forma.------------------------------------------------------------------------------------------

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA AÍDA LUCÍA TERESA TARDITTI , DIJO:-------------------------

Adhiero a las razones vertidas por los Señores Vocales preopinantes que deciden correctamente la primera cuestión planteada, con la siguiente salvedad:--


a) El motivo de casación previsto por el artículo 45 inciso "b" de la Ley 7182, consiste en el quebrantamiento de las formas sustanciales establecidas para la sentencia, tal causal es la idónea para controlar una supuesta errónea interpretación o aplicación de una norma procesal que es la que reglamenta la forma de hacer valer los derechos y obligaciones de las partes, mientras que el precepto que regula la existencia o no de tales prerrogativas es siempre ley sustantiva (art. 45, inc. "a" ib.).------------------------------------------------------------


b) Las normas que el impugnante reputa erróneamente aplicadas (arts. 68 y 86 Ley 6658), no son de naturaleza sustantiva sino procesal, en razón de que lo cuestionado en esta instancia es la declaración de improcedencia del amparo por mora, la que se fundó en la incorrección de la vía procedimental optada por el actor para obtener un pronunciamiento expreso que resuelva acerca del recurso jerárquico interpuesto en sede administrativa.-------------------------------------------


c) El error en la denominación del motivo no obsta a la admisibilidad del recurso bajo el título correcto (A.I. Nro. 196 "Pedraza, José Santiago...", entre muchos) si, como ocurre en el caso, el escrito sortea los requisitos de fundamentación. Ellos se encuentran cumplidos en el sublite, por cuanto el recurrente ha individualizado las normas que consideró erróneamente aplicadas, ha proporcionado argumentos concordantes y ha procurado demostrar la lesión a la garantía constitucional afectada (derecho a peticionar ante las autoridades y obtener respuesta).---------------------------------------------------------------------------


Así voto.-------------------------------------------------------------------------------

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:-----------------------------------------


Corresponde: I) Rechazar el recurso de casación articulado por la parte actora (fs. 36/42vta.) en contra de la Sentencia Número Ciento dieciséis, dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación el veinticuatro de octubre de dos mil tres (fs. 30/35).--------------------------------------


II) Imponer las costas de la instancia por el orden causado (art. 10 de la Ley 8508), atento los motivos expuestos en el punto 13 de la presente.-------------


III) Disponer que los honorarios profesionales de la Doctora Inés M. Rodríguez Vidal -parte actora-, por los trabajos realizados en esta instancia, sean regulados por el Tribunal a-quo, en su caso (arts. 1 y 25 Ley 8226), previo emplazamiento en los términos del artículo 25 bis de la Ley Arancelaria, en el mínimo legal (arts. 29, 34, 37, 38 y cc. ib.).----------------------------------------------


Así voto.------------------------------------------------------------------------------

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR HUGO ALFREDO LAFRANCONI, DIJO:----------------------------


Estimo adecuada la solución que da el Señor Vocal de primer voto, por lo que me expido en consecuencia en igual sentido.---------------------------------------

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA AÍDA LUCÍA TERESA TARDITTI, DIJO:-------------------------


Voto en idéntica forma que el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin, por haber expresado la solución que se desprende lógicamente de los motivos vertidos en la respuesta a la primera cuestión planteada, compartiéndola plenamente.-----------------------------------------------------------------------------------


Por el resultado de los votos emitidos, previo acuerdo, el Excmo. Tribunal Superior de Justicia, por intermedio de su Sala Contencioso Administrativa,-------

RESUELVE:---------------------------------------------------------------------------------


I) Rechazar el recurso de casación articulado por la parte actora (fs. 36/42vta.) en contra de la Sentencia Número Ciento dieciséis dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación el veinticuatro de octubre de dos mil tres (fs. 30/35).--------------------------------------------------------


II) Imponer las costas de la instancia por el orden causado (art. 10 de la Ley 8508), atento los motivos expuestos en el punto 13 de la presente.-------------


III) Disponer que los honorarios profesionales de la Doctora Inés M. Rodríguez Vidal -parte actora-, por los trabajos realizados en esta instancia, sean regulados por el Tribunal a-quo, en su caso (arts. 1 y 25 Ley 8226), previo emplazamiento en los términos del artículo 25 bis de la Ley Arancelaria, en el mínimo legal (arts. 29, 34, 37, 38 y cc. ib.).----------------------------------------------


Protocolícese, dese copia y bajen.-

VOCALES: DRES. SESIN – TARDITTI - LAFRANCONI
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